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La urgencia manifiesta se encuentra supeditada a la existencia de 
acontecimientos imprevistos y evidentes de calamidad pública o desastre, que 
afectan de manera inminente la prestación de un servicio público, 
circunstancia que por su propia naturaleza hace imposible acudir al trámite 
para la escogencia reglada del contratista, pese a la obligación que exige la 
ley, y conforme a la normatividad que rige lo concerniente a la declaratoria de 
calamidad pública.  
 
El fundamento de la urgencia manifiesta está basado sobre el hecho que la 
administración se encuentra ante una situación de calamidad, fuerza mayor o 
desastre, que debe remediarse inmediatamente aplicando la contratación 
directa como mecanismo idóneo, en contraste con el trámite lento de la 
licitación pública, es decir se conjura en situaciones especialísimas y 
anormales. 
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En tal sentido, somos conscientes que la urgencia manifiesta es herramienta 
jurídica contractual para brindar solución a circunstancias naturales que 
requieren la intervención inmediata por parte de las entidades públicas, sin 
embargo, su utilización no siempre ha sido la más adecuada, y se ha 
distorsionado tanto en la selección del contratista como en la eficacia del 
problema a resolver. 
 
En el presente trabajo se describe la figura de la declaratoria de la urgencia 
manifiesta desde su óptica jurídica; estudia las veces que el municipio de 
Quibdó hizo uso de esta figura en el 2017, y su eficacia en la solución de los 
problemas generados, analiza la percepción social de las comunidades 
afectadas, quienes en última instancia serían beneficiadas con el bien o 
servicio a contratar mediante la declaratoria de urgencia manifiesta. Así mismo 
analiza el rol que juegan las entidades públicas y las organizaciones sociales 
en cuanto a la vigilancia y control del cumplimiento de los fines de la 
declaratoria. Finalmente, se realiza una conclusión que nace del análisis 
cuidadoso de las entrevistas semiestructuradas y testimonios de funcionarios 
y ciudadanos residentes en Quibdó. 
 
El presente trabajo permitió identificar la periodicidad con que fue utilizada la 
urgencia manifiesta en el municipio de Quibdó para los años 2016 y 2017, los 
controles realizados a dicha declaratoria, la supervisión de los bienes y 
servicios contratados, y la percepción social sobre la solución o mitigación del 
problema. 
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The manifest urgency is subject to the existence of unforeseen and obvious 
events of public calamity or disaster that imminently affect the provision of a 
public service, a circumstance which, due to its very nature, makes it 
impossible to go through the procedure for the regulated choice of the 
contractor, despite the obligation required by law and in accordance with the 
regulations that govern the declaration of public calamity. 
 
The basis of the manifest emergency is based on the fact that the 
administration is faced with a situation of calamity, force majeure or disasters 
that must be remedied immediately by applying direct contracting as an 
appropriate mechanism in contrast to the slow process of public bidding, that 
is, it is conjured in very special situations, and abnormal. 
 
In this sense, we are aware that the manifest urgency is a contractual legal tool 
to solve natural circumstances that require immediate intervention by Public 
entities. However, its use has not always been the most appropriate and has 
been distorted both in the selection of the contractor and in the effectiveness 
of the problem to be solved. 
 
The present work, describes the figure of the declaration of the manifest 
urgency from its legal point of view, studies the times that the municipality of 
Quibdó, made use of this figure in 2017 and its effectiveness in the solution of 
the problems generated, analyzes the perception of the affected communities 
and those who ultimately would benefit from the good or service to be hired 
through the declaration of manifest urgency, likewise, analyzes the role played 
by public entities and social organizations in terms of monitoring and control of 
compliance with the purposes of the declaration. Finally, a conclusion is drawn 
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from the careful analysis of the semi-structured interviews and testimonies of 
civil servants and residents of Quibdó. 
 
The present work made it possible to identify the periodicity with which the 
urgency was used. Manifest in the municipality of Quibdó for the years 2016 
and 2017, the controls made to said declaration and the supervision of the 
goods and services contracts, and the social perception about the solution or 










El Estado de emergencia nace con la Constitución de 1991 (art. 215), que 
faculta al presidente de la República a declarar el Estado de emergencia hasta 
por un plazo máximo de 90 días, cuando existan hechos que amenacen el 
orden económico, social o ecológico del país. Para que se pueda configurar el 
estado de emergencia se deben presentar acontecimientos que perturben de 
manera grave, e impidan el normal desarrollo de una nación, que genere una 
peligrosa calamidad pública.  
 
Cuando ocurre la calamidad por fenómenos naturales que obstaculiza la 
prestación de un servicio público las entidades públicas pueden decretar la 
urgencia manifiesta mediante acto administrativo motivado, el cual es 
susceptible de control judicial a través de las acciones de simple nulidad, o 
nulidad y restablecimiento del derecho, con el propósito de solucionar de 
manera inmediata el impase presentado y restablecer las cosas a su estado 
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anterior, por lo tanto se deben realizar contrataciones de manera directa, 
obviando así un proceso licitatorio, por lo que la administración no cuenta con 
el tiempo necesario para la clasificación de la mejor propuesta, ni mucho 
menos del mejor oferente porque la situación no da espera para ese tipo de 
trámites ordinarios (Constitución de 1991, arts. 42 y 43, Estatuto de 
Contratación, Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, Corte Constitucional, 2011 
y 1998). 
 
Es importante resaltar que la Honorable Corte Constitucional (2011) ha 
indicado que: 
 
(…) el mecanismo excepcional de la urgencia manifiesta como 
modalidad de contratación directa, se aplica en los eventos en los 
cuales existe la necesidad de subsanar o librarse de perjuicios 
presentes o futuros inminentes, sea debido a los estados de 
excepción, o por los estancamientos de los servicios públicos, 
procedentes de situaciones de calamidad o evento constitutivos de 
fuerza mayor o desastres, o cualquier otra circunstancia que no da 
espera en su reparación, de tal forma que haya inconveniente en el 
procedimiento licitatorio de selección de contratistas de acuerdo al 
estatuto contractual, por lo que implica agotamiento de una serie de 
proceso que toman tiempo y hacen que sean dispendioso para 
adjudicar el respectivo contrato, fase que, frente a una situación de 
urgencia obviamente resulta entorpecedora, por lo que la solución en 
estas circunstancias, puede darse tardíamente, cuando ya se haya 
producido o agravado el daño (Sentencias C-156 y C-216). 
 
La urgencia manifiesta tiene su fundamento legal en los artículos 41 a 43 de 
Ley 80 de 1993, y en el artículo 2° de la Ley 1150 de 2007, cuyo objetivo es 
otorgarles un medio efectivo a las entidades estatales para celebrar los 
contratos primordiales, con el objeto de combatir las situaciones de crisis 
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cuando dichos contratos, en razón de circunstancias de conflicto, sea difícil 
celebrarlos por medio de la licitación pública. Dicho de otra manera, cuando la 
Administración no cuenta con el plazo que se requiere para adelantar un 
procedimiento ordinario de selección de contratistas.  
 
Por su parte, la Corte Constitucional (1998) ha definido la urgencia manifiesta 
como: 
 
(…) una situación que puede decretar directamente cualquier 
autoridad administrativa, sin que medie autorización previa, a través 
de acto debidamente motivado. Que ella existe o se configura cuando 
se acredite la existencia de uno de los siguientes presupuestos:  
 
- Cuando la continuidad del servicio exija el suministro de bienes, o la 
prestación de servicios, o la ejecución de obras en el inmediato futuro.  
 
- Cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de 
excepción.  
 
- Cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas 
con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre 
que demanden actuaciones inmediatas y,  
 
- En general, cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten 
acudir a los procedimientos de selección o concurso públicos 
(Sentencia C-772). 
  
1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 




(…) es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el 
respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general. (art. 
1°). 
 
De igual manera, la Carta prevé como fines esenciales del Estado:  
 
(…) servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en 
las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia 
nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo. Y culmina señalando que las 
autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
(art. 2°). 
 
Por su parte, el artículo 331 Superior, establece que al municipio como entidad 
fundamental de la división político-administrativa del Estado le corresponde: 
 
(…) prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las 
obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su 
territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social 
y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le 
asignen la Constitución y las leyes. Concordante lo anterior con los 
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artículos 84 y ss. de la Ley 136 de 1994, que asigna en el alcalde un 
sin número de funciones. 
 
En consecuencia, las entidades del orden territorial, dentro de su jurisdicción, 
deben tomar decisiones fundamentadas en el marco constitucional y legal para 
proteger y garantizar los derechos de una población.  
 
Es pertinente señalar que, de acuerdo con la proyección poblacional fijada por 
el DANE (2017), el Municipio de Quibdó cuenta con 128.428 habitantes; el ente 
territorial presenta un clima tropical y una pluviosidad anual de 7328 mm. 
(CLIMATE-DATA.ORG, s.f.), situación que facilita el desbordamiento del cauce de 
los ríos que rodean el territorio, como el Atrato, Rio Quito, Munguidó, Cabi, 
entre otros, y genera la destrucción de viviendas, taponamiento y daños en los 
sistemas de acueducto, alcantarillado y aseo, y pérdida de cultivos y enseres 
a los pobladores, fenómenos que exigen del gobierno municipal una 
intervención oportuna y eficaz para mitigar los efectos negativos de dichos 
fenómenos naturales y ha sido a través de la contratación mediante urgencia 
manifiesta que se ha seleccionado a contratistas para proveer bienes y 
servicios, sin embargo no es suficiente hacer uso de las herramientas jurídicas 
que están proscritas en el marco jurídico colombiano, sino que es necesario 
que sus usos sí estén cumpliendo con los fines esenciales del Estado.  
 
Por lo anterior, nos preguntamos:  
 
¿Ha sido efectiva la declaración de urgencia manifiesta en el municipio de 
Quibdó para mitigar los efectos negativos de las olas invernales durante los 









2.1. OBJETIVO GENERAL 
 
Estudiar qué tan efectivo ha sido el uso de la declaración de urgencia 
manifiesta en el Municipio de Quibdó para mitigar los efectos de las olas 
invernales durante los años 2016 al 2017. 
 
2.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
a) Examinar si la urgencia manifiesta es decretada con el lleno de los 
requisitos que establece el artículo 42 de la Ley 80 de 1993. 
b) Especificar cuántas urgencias se declararon en el Municipio de Quibdó 
en los años 2016 y 2017. 
c) Describir la percepción social de la aplicabilidad de la urgencia 
manifiesta en el municipio de Quibdó para mitigar problemas de ola 
invernal. 





La metodología utilizada en el desarrollo de la investigación se construye bajo 
un enfoque mixto, que combina el enfoque cuantitativo y el cualitativo, que, 
mediante procesos empíricos y críticos, permite dar respuesta a la complejidad 
del problema estudiado: Ola Invernal, declaratoria de urgencia manifiesta 
y su efectividad social en el municipio de Quibdó durante el periodo 2016-
2017.  
 
En tal sentido, estudiamos las fuentes primarias y secundarias, y realizamos 
entrevistas semiestructuradas a las autoridades administrativas de los entes 
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territoriales, los organismos de control fiscal y los representantes de veedurías 
ciudadanas, con el fin de conocer sus percepciones, expectativas, creencias, 
opiniones y posibles soluciones al problema de investigación.  
 
4. MARCO TEÓRICO 
 
De acuerdo con la Ley 1454 de 2011:  
 
(…) las entidades territoriales son quienes por mandato legal y 
constitucional tienen la obligación de propender por el desarrollo social 
de sus habitantes, el fortalecimiento de las instituciones, y hacer 
posible la efectividad de derechos y garantías dentro de su 
jurisdicción, por lo que el marco jurídico colombiano ha establecido el 
ordenamiento territorial como instrumento de planificación y de gestión 
de las entidades territoriales, y un proceso de construcción colectiva 
de país que se da de manera progresiva, gradual y flexible, con 
responsabilidad fiscal, tendiente a lograr una adecuada organización 
político administrativa del Estado en el territorio, para facilitar el 
desarrollo institucional, el fortalecimiento de la identidad cultura y el 
desarrollo territorial, entendido este como desarrollo económicamente 
competitivo, socialmente justo, ambiental y fiscalmente sostenible, 
regionalmente armónico, culturalmente pertinente, atendiendo a la 
diversidad cultural y físico-geográfica de Colombia (art. 2°). 
 
El Estado es consciente que en el desarrollo de las actividades administrativas 
se presentan fenómenos o acontecimientos imprevistos y evidentes de 
calamidad pública o desastre que afectan de manera inminente a la 
comunidad, lo cual exige de una intervención directa y eficaz de los 
gobernantes, en procura de superar los efectos negativos y dignificar a la 




En ese orden de idea, es prevista la urgencia manifiesta como mecanismo 
jurídico para realizar contratación directa y poder brindar pronta solución a la 
problemática que se tenga que afrontar.  
 
Así mismo, el Estado estableció un marco legal como proceso social orientado 
a la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, 
planes, programas, regulaciones, instrumentos, medidas y acciones 
permanentes para el conocimiento y la reducción del riesgo, y para el manejo 
de desastres, con el propósito explícito de contribuir a la seguridad, el 
bienestar, la calidad de vida de las personas y al desarrollo sostenible, el cual 
está contenido en la Ley 1523 de 2012, la cual prevé que:  
 
Artículo 1°. De la gestión del riesgo de desastres. La gestión del 
riesgo de desastres, en adelante la gestión del riesgo, es un proceso 
social orientado a la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación 
de políticas, estrategias, planes, programas, regulaciones, 
instrumentos, medidas y acciones permanentes para el conocimiento 
y la reducción del riesgo y para el manejo de desastres, con el 
propósito explícito de contribuir a la seguridad, el bienestar, la calidad 
de vida de las personas y al desarrollo sostenible. 
 
El Municipio de Quibdó en el periodo 2016 y 2017 sufrió las consecuencias de 
las inundaciones de los ríos, lo cual dejó en el departamento del Chocó más 
de 63.000 damnificados, lo que obligó a la gobernación del Chocó a realizar la 
declaratoria de calamidad pública, y todo esto llevó a que los municipios 
afectados tomaran medidas inmediatas con el objetivo de conjurar las 
consecuencias dentro de su territorio (EL TIEMPO, 2016). 
 




Los habitantes del Pacífico han sabido adaptarse históricamente a los 
embates del clima. Viviendas y escuelas paratíficas, transporte fluvial 
y esquemas de captación de agua son parte integral de su cultura. Y 
es que con el cambio climático la gravedad y frecuencia de fenómenos 
como inundaciones y sequías se han incrementado y Quibdó no es 
ajeno a esa problemática (p. 1). 
 
Siendo así, analizaremos cómo fueron declaradas las urgencias manifiestas 
por el Municipio de Quibdó, si las mismas respetaron las prerrogativas legales, 
y si los bienes y servicios contratados fueron eficaces para afrontar la 
problemática, teniendo en cuenta que la gestión del riesgo se constituye en 
una política de desarrollo indispensable para asegurar la sostenibilidad, la 
seguridad territorial, los derechos e intereses colectivos, mejorar la calidad de 
vida de las poblaciones y las comunidades en riesgo, y por lo tanto está 
intrínsecamente asociada con la planificación del desarrollo seguro, con la 
gestión ambiental territorial sostenible, en todos los niveles de gobierno y la 
efectiva participación de la población, así lo consagra el parágrafo primero del 
artículo 1° de la Ley 1523 de 2012. 
 
Ahora bien, es necesario señalar que los alcaldes son los jefes de la 
administración local, y por tanto son los conductores del desarrollo local, 
responsables directos de la implementación de los procesos de gestión del 
riesgo en el distrito o municipio, incluyendo el conocimiento y la reducción del 
riesgo y el manejo de desastres en el área de su jurisdicción, según la Ley 
1523 de 2012, la cual establece: 
 
Artículo 14. Los alcaldes en el Sistema Nacional. Los alcaldes 
como jefes de la administración local representan al Sistema Nacional 
en el Distrito y el municipio. El alcalde, como conductor del desarrollo 
local, es el responsable directo de la implementación de los procesos 
de gestión del riesgo en el distrito o municipio, incluyendo el 
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conocimiento y la reducción del riesgo y el manejo de desastres en el 
área de su jurisdicción 
 
Por lo anterior este trabajo pretende analizar los procedimientos llevados a 
cabo para realizar las declaratoria de urgencia manifiesta en los años 2016 y 
2017, examen de los bienes y servicios contratados, eficacia y reparación 
social con los bienes y servicios contratados, y las acciones posteriores de los 
organismos de control y las veedurías ciudadanas. 
 
4.1. OLA INVERNAL EN QUIBDÓ Y DECLARATORIA DE URGENCIA MANIFIESTA 
(AÑOS 2016 Y 2017) 
 
El municipio de Quibdó limita por el norte con el municipio del Medio Atrato, 
por el sur con los municipios de Río Quito y Lloró, por el oriente con el 
municipio de El Carmen de Atrato, por el nororiente con el departamento de 
Antioquia, y por el occidente con el municipio del Alto Baudó. 
  
Tiene un área de 3.337,5 km2 y una población de 128.428 habitantes, la cual 
representa el 32% del total del departamento. El 65% se encuentra en el área 
urbana. La cabecera municipal de Quibdó se encuentra a 5°41’13’’ de latitud 
norte, y 76°39’40’’ de longitud este, respecto al meridiano de Greenwich; se 
encuentra entre 43 y 53 m.s.n.m., y tiene una temperatura promedio de 28°C. 
  
El Municipio de Quibdó está ubicado en la región de las calmas ecuatoriales, 
y según el sistema de Holdrige (1963) corresponde a las zonas de vida de 
bosque muy húmedo tropical (bmh-T) y bosque pluvial tropical (pb-T), los 
cuales se caracterizan por altas precipitaciones y temperaturas superiores a 
24°C. Según la información reportada en la web del municipio de Quibdó 




a) Cálido súper húmedo (Cs), con una extensión aproximada de 275.000 
Ha, equivalentes al 82,39% del territorio, en donde se localizan todos 
los centros poblados del municipio.  
b) Medio súper húmedo (Mh), con 47.500 Ha y 14,23%; se encuentra en 
esta zona el sector occidental del resguardo de Bebaramá.  
c) Muy frío y frío húmedo y perhúmedo (Fh), 11.250 Ha, equivalentes al 
3,38%; en este sector no se encuentran poblaciones.  
 
Municipio de Quibdó 
 
 
Fuente: www.google.com/search?q=mapa+de+quibdo+choco&tbm  
 
De acuerdo con el informe de reporte final de áreas afectadas por 
inundaciones 2010-2011, publicado por el DANE (2017), la variabilidad 
climática interanual corresponde a las variaciones que se presentan en las 
variables climatológicas de año en año, y podría estar relacionada con 
alteraciones en el balance global de radiación solar. Señala que un ejemplo 
típico de la variabilidad climática interanual corresponde a los fenómenos 
enmarcados dentro del ciclo El Niño - La Niña - Oscilación del Sur. Si bien no 
se puede definir una periodicidad para la ocurrencia de estos fenómenos, se 




Es cierto que con el paso del tiempo las inundaciones están afectando de 
manera periódica a los pobladores del municipio de Quibdó, lo que obliga a la 
institucionalidad a tomar acciones que permitan prevención, reducción y 
manejo de desastres, con la finalidad de evitar hechos que la sociedad pueda 
lamentar. 
 
En ese orden de ideas el Municipio de Quibdó, en cumplimiento a lo dispuesto 
por el artículo 27 de la Ley 1523 de 2012, debió haber creado el Consejo 
Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres, como instancia de 
coordinación, asesoría, planeación y seguimiento, destinado a garantizar la 
efectividad y articulación de los procesos de conocimiento del riesgo, 
reducción del riesgo y manejo de desastres en su territorio: 
 
Artículo 27. Instancias de Coordinación Territorial. Créanse los 
Consejos departamentales, distritales y municipales de Gestión del 
Riesgo de Desastres, como instancias de coordinación, asesoría, 
planeación y seguimiento, destinados a garantizar la efectividad y 
articulación de los procesos de conocimiento del riesgo, de reducción 
del riesgo y de manejo de desastres en la entidad territorial 
correspondiente. 
 
Dicho Consejo Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres tendrá un 
coordinador designado por el alcalde, cuyo nivel jerárquico deberá ser igual o 
superior a jefe de oficina asesora. En todo caso, afirma la ley que el 
coordinador deberá vigilar, promover y garantizar el flujo efectivo de los 
procesos de la gestión del riesgo. Así lo señala la Ley 1523 de 2012: 
 
Artículo 29. Funcionamiento de los Consejos Territoriales. Los 
consejos territoriales tendrán un coordinador designado por el 
gobernador o alcalde, cuyo nivel jerárquico deberá ser igual o superior 
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a jefe de oficina asesora. En todo caso, el coordinador deberá vigilar, 
promover y garantizar el flujo efectivo de los procesos de la gestión del 
riesgo. 
 
Ahora bien, el Municipio de Quibdó en los meses de octubre de 2016 y agosto 
de 2017 sufrió una fuerte ola invernal que generó desbordamiento del río 
Atrato y sus afluentes, lo cual causó grandes inundaciones dejando muchos 
damnificados. La problemática fue dada a conocer por varios medios de 
comunicación, entre ellos EL TIEMPO (2017), diario de circulación nacional que 
tituló:  
 
Más de 3.000 damnificados en Chocó a causa de las lluvias(..) Las 
lluvias de los últimos días causaron el desbordamiento de los ríos 
Condoto, Atrato, Sipí, San Juan y Andágueda, lo que generó 
inundaciones en varias cabeceras municipales y corregimientos (...). 
Los otros municipios con afectaciones por las inundaciones son Sipí, 
Bagadó, Lloró, Atrato, Unguía, Tadó, Quibdó y Bajo Baudó (p. 1).  
 
De igual manera LA FM (2017), con relación a la misma problemática en su 
noticia tituló:  
 
Diez municipios de Chocó están bajo el agua por la ola invernal(..)En 
un 30 por ciento permanece inundado el departamento del Chocó, 
donde las tres principales cuencas hidrográficas están en alerta roja 
por las fuertes lluvias que se registran desde hace 20 días. De los 30 
municipios que tiene el departamento, 10 están bajo el agua por las 
fuertes inundaciones. Los municipios más afectados son Quibdó, 
Condoto, Lloró, Sipí, Riosucio, Tadó, Bagadó, Bajo Baudó, Istmina y 
El Atrato. El director de Gestión del Riesgo en Chocó, Rafael Bolaños, 
confirmó que ya son 3 mil 300 familias damnificadas, quienes ya 




La Ley 1523 de 2012 (art. 58) define calamidad pública como el resultado que 
se desencadena de la manifestación de uno o varios eventos naturales o 
antropogénicos no intencionales, que al encontrar condiciones propicias de 
vulnerabilidad en las personas, los bienes, la infraestructura, los medios de 
subsistencia, la prestación de servicios o los recursos ambientales, causa 
daños o pérdidas humanas, materiales, económicas o ambientales, generando 
una alteración intensa, grave y extendida en las condiciones normales de 
funcionamiento de la población, en el respectivo territorio, que exige al distrito, 
municipio o departamento ejecutar acciones de respuesta, rehabilitación y 
reconstrucción, teniendo en cuenta los criterios previstos en el artículo 59, el 
cual consagra lo siguiente:  
 
Criterios para la declaratoria de desastre y calamidad pública. La 
autoridad política que declare la situación de desastre o calamidad, 
según sea el caso, tendrá en consideración los siguientes criterios:  
 
1. Los bienes jurídicos de las personas en peligro o que han sufrido 
daños. Entre los bienes jurídicos protegidos se cuentan la vida, la 
integridad personal, la subsistencia digna, la salud, la vivienda, la 
familia, los bienes patrimoniales esenciales y los derechos 
fundamentales económicos y sociales de las personas.  
 
2. Los bienes jurídicos de la colectividad y las instituciones en peligro 
o que han sufrido daños. Entre los bienes jurídicos así protegidos se 
cuentan el orden público material, social, económico y ambiental, la 
vigencia de las instituciones, políticas y administrativas, la prestación 
de los servicios públicos esenciales, la integridad de las redes vitales 




3. El dinamismo de la emergencia para desestabilizar el equilibrio 
existente y para generar nuevos riesgos y desastres.  
 
4. La tendencia de la emergencia a modificarse, agravarse, 
reproducirse en otros territorios y poblaciones o a perpetuarse.  
 
5. La capacidad o incapacidad de las autoridades de cada orden para 
afrontar las condiciones de la emergencia.  
 
6. El elemento temporal que agregue premura y urgencia a la 
necesidad de respuesta.  
 
7. La inminencia de desastre o calamidad pública con el debido 
sustento fáctico.  
 
Por su parte el gobierno local, previa convocatoria de carácter urgente, el 21 
de julio del 2016 se reunió con el Consejo Municipal de Gestión del Riesgo 
para analizar la posibilidad de la declaratoria de situación de calamidad 
pública. El Consejo, después de debatir la situación de las afectaciones decidió 
conceptuar favorablemente para declarar tal situación de calamidad pública en 
el municipio de Quibdó, en aplicación a lo previsto en la Ley 1523 de 2012, la 
cual señala: 
 
Artículo 57. Declaratoria de situación de calamidad pública. Los 
gobernadores y alcaldes, previo concepto favorable del Consejo 
Departamental, Distrital o Municipal de Gestión del Riesgo, podrán 
declararla situación de calamidad pública en su respectiva jurisdicción. 
Las declaratorias de h situación de calamidad pública se producirán y 
aplicarán, en lo pertinente, de conformidad con las reglas de la 




Situación similar se presentó los días 11 y 12 de junio de 2017, donde el 
Consejo Municipal de Gestión del Riesgo conceptuó favorablemente la 
declaratoria de situación de calamidad pública en el Municipio de Quibdó. Las 
decisiones están contenidas en el Acta N° 001 de 2016.  
 
Con la declaratoria de calamidad pública el representante legal del Municipio 
de Quibdó, en uso de las facultades conferidas por los artículos 84 y 91 de la 
Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 29 de la Ley 1551 de 2012, decidió 
hacer uso de la figura jurídica de la urgencia manifiesta como una modalidad 
de contratación directa, contenida en los artículos 41, 42 y 43 de la Ley 80 de 
1993, y el artículo 2° de la Ley 1150 de 2007, con el propósito único de hacer 
frente a la ola invernal que afectaba a los habitantes del municipio de Quibdó, 
pues sería este el instrumento efectivo que tendría la entidad estatal para 
celebrar los contratos necesarios, con el fin de enfrentar situaciones de crisis.  
 
De esta manera, el representante legal del municipio queda facultado para 
invertir, destinar y ejecutar recursos en la adopción de medidas de 
conocimiento y reducción del riesgo de desastre, preparación, respuesta, 
rehabilitación y reconstrucción. Así mismo, podría establecer mecanismos de 
financiación dirigidos a las entidades involucradas en los procesos, y a la 
población afectada por la ocurrencia de desastres o calamidad, y realizar 
traslado dentro del presupuesto municipal, lo anterior conforme lo prevé la Ley 
1523 de 2012, al señalar que: 
 
Artículo 65. Régimen normativo. Declaradas situaciones de 
desastre o calamidad pública, conforme a lo dispuesto en el Capítulo 
VI de esta ley, en la misma norma se determinará el régimen especial 
aplicable de acuerdo con los antecedentes, la naturaleza, la magnitud 
y los efectos del desastre o calamidad pública. Las normas versarán 
entre otras materias sobre contratación del Estado, empréstitos, 
control fiscal de recursos; ocupación, adquisición, expropiación, 
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demolición de inmuebles e imposición de servidumbres; reubicación 
de asentamientos, solución de conflictos, moratoria o refinanciación de 
deudas, suspensión de juicios ejecutivos, créditos para afectados, 
incentivos para la rehabilitación, reconstrucción y el desarrollo 
sostenible; administración y destinación de donaciones y otras 
medidas tendientes a garantizar el regreso a la normalidad.  
 
Artículo 66. Medidas especiales de contratación. Salvo lo dispuesto 
para los contratos de empréstito interno y externo, los contratos que 
celebre la sociedad fiduciaria para la ejecución de los bienes, derechos 
e intereses del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo o los celebrados 
por las entidades ejecutoras que reciban recursos provenientes de 
este fondo o los celebrados por las entidades territoriales y sus fondos 
de gestión del riesgo, relacionados directamente con las actividades 
de respuesta, de rehabilitación y reconstrucción de las zonas 
declaradas en situación de desastre o calamidad pública, se 
someterán a los requisitos y formalidades que exige la ley para la 
contratación entre particulares, con sujeción al régimen especial 
dispuesto en el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, y podrán 
contemplar cláusulas excepcionales de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 14 a 18 de la Ley 80 de 1993.  
 
Parágrafo. Los contratos celebrados por las entidades territoriales en 
virtud del artículo anterior se someterán al control fiscal dispuesto para 
los celebrados en el marco de la declaratoria de urgencia manifiesta 
contemplada en los artículos 42 y 43 de la Ley 80 de 1993 y demás 
normas que la modifiquen. 
 
De esta manera se evidencia que el gobierno municipal ha dado cumplimiento 
a las exigencias normativas requeridas para dar aplicación a la figura jurídica 




4.2. BIENES Y SERVICIOS CONTRATADOS 
 
El representante legal del Municipio de Quibdó, una vez declaradas las 
calamidades públicas en 2016 y 2017, decidió realizar varias contrataciones 
directas mediante la figura de urgencia manifiesta, lo que exige que las 
acciones administrativas del gobierno local respondan a las necesidades de la 
población damnificada por las inundaciones, dando aplicación a los fines de la 
contratación en el Estado social de derecho.  
 
La Corte Constitucional (2009) en reiteradas decisiones de constitucionalidad 
ha manifestado que:  
 
El fin de la contratación pública en el Estado Social de Derecho está 
directamente asociado al cumplimiento del interés general, puesto que 
el contrato público es uno de aquellos “instrumentos jurídicos de los 
que se vale el Estado para cumplir sus finalidades, hacer efectivos los 
deberes públicos y prestar los servicios a su cargo, con la colaboración 
de los particulares a quienes corresponde ejecutar, a nombre de la 
administración, las tareas acordadas. El interés general, además de 
guiar y explicar la manera como el legislador está llamado a regular el 
régimen de contratación administrativa, determina las actuaciones de 
la Administración, de los servidores que la representan y de los 
contratistas, estos últimos vinculados al cumplimiento de las 
obligaciones generales de todo contrato y por ende supeditados al 
cumplimiento de los fines del Estado (Sentencia C-713). 
 
De esta manera, la finalidad de la contratación es la de propender por el logro 
de los objetivos constitucionales del Estado social de derecho, toda vez que el 
cumplimiento de estas metas requiere del aprovisionamiento de bienes y 




En este orden de ideas, ha precisado la Corte Constitucional (2009) que es 
innegable el carácter instrumental que ostenta el contrato estatal, puesto que 
no es un fin en sí mismo, sino un medio para la consecución de los altos 
objetivos del Estado. En síntesis, con relación al contrato estatal precisó en la 
sentencia que: 
 
CONTRATO ESTATAL-Carácter instrumental. El mandato otorgado 
al Congreso de la República, en el artículo 150 de la Carta, para que 
dicte un estatuto general de contratación de la administración pública 
y en especial de la administración nacional, implica el reconocimiento 
de una amplia libertad de configuración del legislador para diseñar un 
régimen legal cuya finalidad sea la de propender por el logro de los 
objetivos constitucionales del Estado Social de Derecho, toda vez que 
el cumplimiento de estas metas requiere del aprovisionamiento de 
bienes y servicios por parte de los órganos públicos mediante la 
contratación. En este orden de ideas, es innegable el carácter 
instrumental que ostenta el contrato estatal, puesto que no es un fin 
en sí mismo sino un medio para la consecución de los altos objetivos 
del Estado (Sentencia C-713). 
 
Atendiendo a dichos fines es necesario tener en cuenta que toda emergencia 
exige desafíos que hay que afrontar con responsabilidad y eficacia para la 
optimización del servicio y la administración responsable del erario público. La 
ministra de educación (2010), afirmó que: 
 
La emergencia causada por la Ola Invernal ha planteado uno de los 
mayores retos para el Gobierno Nacional, pero hemos asumido con 
responsabilidad y eficiencia la tarea, para garantizar que todos los 
estudiantes afectados puedan continuar en el sistema educativo. 
Aunque su afirmación hace referencia al servicio de educación, el 
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actuar responsable y eficiente debe ser en todos los aspectos 
afectados, como saneamiento básico, infraestructura, salud, entre 
otros. 
 
Así pues, el Municipio de Quibdó decidió suscribir mediante este instrumento 
de contratación directa los siguientes contratos durante el año 2016, así: 
 
 
Decreto Causa de la 
declaratoria 


























































































































































































































La información de la tabla anterior demuestra que la administración local 
realizó su esfuerzo contractual en bienes y servicios, tales como: dotación de 
colchones, subsidios y reparaciones a instituciones educativas, suministro de 
alimentación, arriendo de espacios temporales para instalar aulas temporales 
con diferentes soluciones, según la disponibilidad, y en común acuerdo con 
los habitantes de los barrios afectados y la comunidad educativa, con el fin 
último de afrontar las olas invernales de 2016 y 2017. 
 
4.3. EFICACIA Y PERCEPCIÓN SOCIAL DE LOS BIENES Y SERVICIOS CONTRATADOS 
 
Para entender este punto es necesario conocer el testimonio de los 
beneficiarios de los bienes y servicios contratados, la comunidad en general y 
la misma administración sobre la manera como intervinieron la problemática, 
los bienes y servicios adquiridos, y si los mismos fueron efectivos para conjurar 
la emergencia. 
 
Al respecto, el informe de la CEPAL (2012), con relación a la identificación y 
reconocimiento de lecciones aprendidas y buenas prácticas en la respuesta a 
la Ola Invernal 2010-2011, señaló que la misma permitió identificar vacíos en 
los planes para enfrentar desastres a escala nacional y local, evaluar la 
pertinencia de las acciones desarrolladas y de los presupuestos asignados, y 
sistematizar los resultados alcanzados con el propósito de generalizar e 
incorporar normas y procedimientos para una mejor gestión del riesgo. 
 
Ahora bien, de acuerdo con la valoración realizada por la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL, 2012), “[…] los sectores con mayor 
participación en los daños son hábitat (44 %) e infraestructura (38 %); le siguen 
los de servicios sociales y administración pública (11%) y los sectores 




El informe establece que el sector educación concentró el 6,9% de los daños 
frente al total nacional, y el 61,6% en los servicios sociales y administración 
pública, convirtiéndose en uno de los más afectados, por lo cual, una vez 
conocido los efectos colaterales de la ola invernal 2012, podemos afirmar que, 
aunque la investigación no comprende el año 2012, sus efectos negativos son 
muy parecidos en las olas invernales de 2016 y 2017 que estamos analizando, 
por lo que la conclusión de la CEPAL (2016 y 2017) deja ver los sectores que 
más se afectan y por tanto debe ser los que más se deben intervenir a través 
de la contratación de bienes y servicios. 
 
Para conocer la impresión que tiene la administración municipal con relación 
a su intervención y la efectividad de la contratación, y de la atención a la 
población, entrevistamos el secretario de gobierno, Dr. Robinson Victoria quien 
expresó:  
 
Atender una problemática social como las olas invernales no es fácil 
para ninguna administración, por la capacidad financiera y la debilidad 
institucional, sin embargo, señala que la administración actuó de 
manera rápida, oportuna en la atención y prestación de bienes y 
servicios a las comunidades; aclara que quizás no todos queden 
satisfechos, que la comunidad quizás haya familias que se sienta 
inconforme, pero resalta que las acciones responden a la capacidad 




(…) quisiéramos como administración hacer muchas cosas más, en 
estas circunstancias, como arrendar mejores viviendas, con más 
espacio y comodidad, mejores raciones de alimentación y apoyo para 
la sostenibilidad financiera y el transporte de los estudiantes, apoyo 
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financiero para reactivar su economía etc., pero desafortunadamente 
no contamos con la capacidad presupuestal.” 
 
Consultado el secretario de Planeación Municipal, economista Julio Álvarez, 
manifestó:  
 
Hemos trabajado fuertemente en la prevención, en la mitigación y la 
atención de las emergencias, no es ha sido fácil evitar las 
calamidades, pero como administración municipal realizamos los 
mejores esfuerzos para atender a la población damnificada, creemos 
que los beneficiarios quedan satisfechos y conformes. Acto seguido 
se le consultó por el instrumento de medición o calificación de 
conformidad o inconformidad por parte de la población, a lo cual 
respondió: no tenemos un formato de medición de satisfacción, pero 
tampoco recibimos quejas formales, razón por la cual deduzco que se 
sienten satisfechos con la acción administrativa. 
 
Consultado el secretario de Infraestructura Municipal, manifestó:  
 
El plan de desarrollo 2016-2019, consagra objetivos y metas que van 
dirigidas a mitigar los efectos negativos provocados por las 
inundaciones, hemos dispuesto la construcción de muelles, muros de 
contención y la profundización de la quebrada la Yesca que afecta la 
mayoría de los barrios de Quibdó que están a la rivera del rio Atrato, 
la atención en emergencia ha sido efectiva y hemos intervenidos de 
manera pronta los afectados por las olas invernales de 2016 y 2017, 
con la contratación de bienes y servicios para atender la población de 
acuerdo a la capacidad financiera y operativa de la entidad y creo que 




Así mismo se consultó, al líder comunitario Jaime Mosquera Asprilla, cuál era 
su percepción sobre las acciones realizadas por la administración municipal 
cuando declaró calamidad pública en los años 2016 y 2017, y manifiesto:  
 
(…) la administración en los años 2016 y 2017 únicamente, nos brindó 
kits escolares, algunos subsidios para pago de arriendo, raciones de 
alimentación, los cuales no lograron mitigar la situación, la cual fue 
afrontada gracias a la solidaridad de los familiares, fue una 
intervención muy débil, después de superada las inundación las 
víctimas quedamos al olvido, no hubo programa de reactivación 
económica y mucho menos planes, programas para superar las 
perdidas acaecidas, tampoco política de mejoramiento de vivienda, 
escuelas y centros de salud, en fin señala que ha sido poco lo que la 
administración hace en pro de atender la población víctimas de 
inundaciones. 
 
Por su parte, las líderes de los barrios afectados manifestaron con relación a 
la pregunta anterior, que:  
 
(…) hubo entrega de algunos kits, alimentación, suministro de agua y 
entrega de alimentos, pero que los mismos no fueron suficientes no 
llegaron a todos los damnificados y el subsidio de arriendo fue 
insuficiente. Por tal motivo sugiere que se debe ser más efectivo y 
organizado desde la administración municipal.  
 
4.4. ACCIONES POSTERIORES DE LOS ORGANISMOS DE CONTROL Y VEEDURÍA 
CIUDADANA 
 
El análisis de la eficacia de la declaratoria de urgencia manifiesta no sería tan 
objetivo si no se tiene en cuenta las acciones realizadas por los órganos de 
control, y las percepciones de las organizaciones civiles y de la sociedad en 
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general de quo tan convenientes y necesarias fueron los bienes y servicios 
contratados como consecuencia de la declaratoria de urgencia manifiesta, 
motivo por el cual analizaremos el papel que juegan los organismos de control 
cuando se acude a la urgencia manifiesta como instrumento para dar solución 
a las emergencia o hechos de la naturaleza, como son las olas invernales. 
 
En tal sentido, es pertinente señalar que el artículo 43 de la Ley 80 de 1993 
señala que, inmediatamente después de celebrados los contratos originados 
en la urgencia manifiesta, estos y el acto administrativo que la declaró se 
enviará al funcionario u organismo que ejerza el control fiscal en la respectiva 
entidad, el cual deberá pronunciarse dentro de los dos (2) meses siguientes 
sobre los hechos y circunstancias que determinaron tal declaración.  
 
Así lo señala: 
 
Artículo 43. Del control de la contratación de urgencia. 
Inmediatamente después de celebrados los contratos originados en la 
urgencia manifiesta, éstos y el acto administrativo que la declaró, junto 
con el expediente contentivo de los antecedentes administrativos, de 
la actuación y de las pruebas de los hechos, se enviará al funcionario 
u organismo que ejerza el control fiscal en la respectiva entidad, el cual 
deberá pronunciarse dentro de los dos (2) meses siguientes sobre los 
hechos y circunstancias que determinaron tal declaración. 
 
Si fuere procedente, dicho funcionario u organismo solicitará al jefe 
inmediato del servidor público que celebró los referidos contratos, o a 
la autoridad competente, según el caso, la iniciación de la 
correspondiente investigación disciplinaria, y dispondrá el envío del 
asunto a los funcionarios competentes para el conocimiento de las 
otras acciones. El uso indebido de la contratación de urgencia será 




Lo previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio de otros 
mecanismos de control que señale el reglamento para garantizar la 
adecuada y correcta utilización de la contratación de urgencia. 
 
De igual manera, la Ley 1523 de 2012 asigna el control a través del Estado y 
la Sociedad, y aclara que todas las entidades públicas, privadas o comunitarias 
velarán por la correcta implementación de la gestión del riesgo de desastres 
en el ámbito de sus competencias sectoriales y territoriales, en cumplimiento 
de sus propios mandatos y normas que los rigen:  
  
Artículo 44. El control en la gestión del riesgo de desastres. El 
Estado a través de sus órganos de control ejercerán procesos de 
monitoreo, evaluación y control en la gestión de riesgo de desastre, 
empleando para tales fines los medios establecidos por la ley, y la 
sociedad a través de los mecanismos de veeduría ciudadana. 
Parágrafo. Todas las entidades públicas, privadas o comunitarias 
velarán por la correcta implementación de la gestión del riesgo de 
desastres en el ámbito de sus competencias sectoriales y territoriales 
en cumplimiento de sus propios mandatos y normas que los rigen. 
 
Así mismo, el parágrafo del artículo 66 de la Ley 1523 de 2012 indica que los 
contratos celebrados por las entidades territoriales en virtud del artículo 
anterior se someterán al control fiscal, dispuesto para los celebrados en el 
marco de la declaratoria de urgencia manifiesta contemplada en los artículos 
42 y 43 de la Ley 80 de 1993 y demás normas que la modifiquen: 
 
Artículo 66. Medidas especiales de contratación. Salvo lo dispuesto 
para los contratos de empréstito interno y externo, los contratos que 
celebre la sociedad fiduciaria para la ejecución de los bienes, derechos 
e intereses del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo o los celebrados 
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por las entidades ejecutoras que reciban recursos provenientes de 
este fondo o los celebrados por las entidades territoriales y sus fondos 
de gestión del riesgo, relacionados directamente con las actividades 
de respuesta, de rehabilitación y reconstrucción de las zonas 
declaradas en situación de desastre o calamidad pública, se 
someterán a los requisitos y formalidades que exige la ley para la 
contratación entre particulares, con sujeción al régimen especial 
dispuesto en el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, y podrán 
contemplar cláusulas excepcionales de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 14 a 18 de la Ley 80 de 1993.  
 
Parágrafo. Los contratos celebrados por las entidades territoriales en 
virtud del artículo anterior se someterán al control fiscal dispuesto para 
los celebrados en el marco de la declaratoria de urgencia manifiesta 
contemplada en los artículos 42 y 43 de la Ley 80 de 1993 y demás 
normas que la modifiquen (resaltado fuera del texto original). 
 
De esta manera, decidimos entrevistar a funcionarios de la Contraloría 
Departamental del Chocó para conocer las acciones realizadas y conceptos 
emitidos con relación a la declaratoria de urgencia manifiesta en el Municipio 
de Quibdó como consecuencias de las olas invernales de los años 2016 y 
2017.  
 
Para tal fin, nos reunimos con el secretario general de dicha entidad, Jhonny 
Alexander Caicedo, en el 2018, quien al ser consultado sobre las acciones y 
conceptos emitidos por la contraloría Departamental del Chocó, con relación a 
la declaratoria de urgencia manifiesta en el Municipio de Quibdó como 





(…) que en los años 2016 y 2017 fue donde se realizó más declaratoria 
de Urgencia Manifiesta por parte de los Municipios del Chocó, como 
consecuencia de fuertes lluvias que se presentaron en la región, lo 
cual provocó el desbordamiento del cauce de los ríos, lo que generó 
derrumbes, inundaciones y perdidas de bienes muebles y enseres, en 
fin, causando graves afectaciones a los pobladores de dichos 
municipios. Señala que dicha problemática incluyó al Municipio de 
Quibdó, quien para afrontar la problemática acudió a la declaratoria de 
calamidad pública y en consecuencia a utilizar la urgencia manifiesta 
como mecanismo de contratación directa. Co relación a las acciones 
y concepto emitido por la entidad, afirmó el señor Caicedo que la 
contraloría previa revisión de los requisitos legales para declarar la 
calamidad pública y la urgencia manifiesta, conceptúo 
favorablemente, decisión que está contenida en la Resolución N° 022 
del 19 de diciembre de 2016, por medio de la cual la Contraloría 
Departamental de Chocó, se pronuncia sobre el Decreto 0242 del 14 
de septiembre de 2016, mediante el cual el Municipio de Quibdó, por 
cuento cumplió con el lleno de los requisitos que se exige en los 
artículos 41 al 43 la Ley 80 de 1993, aclaro que, pese a que en los 
informe que envío la alcaldía de Quibdó, no se encuentro la firma de 
las personas beneficiadas que recibieron los bienes y servicios 
contratados.  
 
Anexó como soporte la resolución por medio de la cual se pronunció el 
organismo de control, y el decreto expedido por el Municipio de Quibdó. 
 
Así mismo, al ser consultado sobre si en algún momento ha habido concepto 
desfavorable, y la razón por la cual se sustente su negativa, señala:  
 
No siempre la Contraloría Departamental del Chocó, conceptúa de 
manera favorable, prueba de lo dicho, es que mediante resolución 
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número 096 de fecha 14 de junio de 2016, entidad efectuó 
pronunciamiento sobre Decreto N° 0090 del 14 de abril de 2016, 
mediante el cual el Municipio de Quibdó, declara Urgencia Manifiesta 
por los estragos causados por la ola invernal en esta lo calidad, esta 
entidad, pero que la contraloría al hacer el control de la contratación 
con ocasión de la declaratoria de calamidad o desastre como lo dice 
el artículo 43 de la Ley 80 de 1993, emite un concepto desfavorable a 
la Administración Municipal de Quibdó, porque el acta que declara la 
urgencia es posterior al el acta que se realizó el contrato de suministro, 
además tampoco se encuentran la firma de las personas afectadas 
que recibieron los colchones, camas entre otros en seres. 
 
De igual manera, se consultó al veedor ciudadano, Higinio Mosquera Lozano 
(2018), a quien se le preguntó si tuvo conocimiento de la declaratoria de 
calamidad pública, y como consecuencia de ello la utilización de la urgencia 
manifiesta de las olas invernales 2016 y 2017, quien manifestó lo siguiente:  
 
Efectivamente tengo conocimiento de la ola invernal sufrida por el 
municipio de Quibdó durante los años 2016 y 2017, en realidad fue 
una situación difícil de afrontar por la comunidad. Así mismo tuve 
conocimiento, de los contratos de bienes y servicios realizados por la 
administración para hacer frente a la problemática.  
 
Se le consultó al entrevistado si los bienes y servicios contratados colmaron 
las expectativas de la población damnificada, y respondió:  
 
En realidad, evidenciamos una desarticulación administrativa, no se 
realizó un censo objetivo de los más perjudicados con las 
inundaciones, la entrega de enseres fue de manera desorganizada; 
motivo por el cual muchas personas no recibieron los útiles para 
sobrellevar la problemática acaecida, hubo personas que recibieron, 
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dos veces los suministros, no se realizó un registro de actas de 
recibimiento, fue un caos total. Debo resaltar que la acción fue 
oportuna en cuanto a la contratación y entrega de los bienes 
contratados, pero en cuento a la distribución, entrega no hubo 
planificación ni organización. Acto seguido se le consulto, sobre la 
pertinencia de la figura de urgencia manifiesta y del control por parte 
de la contraloría y veedurías ciudadanas y contestó: La urgencia 
manifiesta como mecanismos de contratación directa es necesaria, 
pertinente, pues hay circunstancia que ameritan la acción rápida de la 
administración; sin embargo pienso que en temas de calamidad 
pública se debe ser ordenado, proporcional y muy efectivo a la hora 
de asistir o atender a una sociedad vulnerable y necesitada de la 
solidaridad del Gobierno, pues no es justo que si todos padecen el 
daño, hayan unos beneficiados y otros no, o se atiendan a los que 
menos daños han sufridos y hasta se les premie con doble entrega. 
En cuanto al papel de la contraloría señala que en marco de su función 
debería hacer una vigilancia oportuna de los bienes y servicios 
contratos y que los mismos sean entregados y realizados de manera 
eficaz a la población, sugiero que estén más activo en este tipo de 
contratación. Con relación al papel de la veeduría manifiesta que el 
actuar es más un acto de solidaridad y defensa de derechos, pues no 
se les tiene en cuenta, no se les informa y se maneja la información 
muy reservada lo que impide realizar un control ciudadano efectivo, 
pero culmina informando que seguirá en la labor de veedor. 
 
5.  ANÁLISIS DE ENTREVISTAS Y RESULTADOS 
 
Con la finalidad de conocer la efectividad de la declaratoria de calamidad 
pública, y la utilización de la urgencia manifiesta como mecanismo de 
adquisición de bienes y servicios, utilizamos como método de recolección de 
datos la entrevista semiestructurada para captar información que permita 
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estudiar qué tan efectivo ha sido el uso de la declaración de urgencia 
manifiesta en el Municipio de Quibdó para mitigar los efectos de las olas 
invernales durante los años 2016 y 2017, para finalmente proponer 
alternativas de solución, para lo que entrevistamos a los secretarios de 
Gobierno, Planeación e Infraestructura del Municipio de Quibdó, quienes 
tienen a su cargo la ejecución de políticas públicas, y de igual manera 
entrevistamos un veedor público y un líder comunitario, como representantes 
de la comunidad afectada, y funcionarios de la Contraloría como ente de 
control. 
 
Para analizar los resultados configuramos cuatro grupos, así: el grupo 1 está 
compuesto por los secretarios de gobierno, planeación e infraestructura del 
Municipio de Quibdó; el grupo 2 por funcionarios de la contraloría; el grupo 3 






Fuente: Elaboración propia 
 
El secretario de Gobierno, quien pertenece al grupo 1, con relación a la 
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urgencia manifiesta como mecanismo de adquisición de bienes y servicios, 
expresó que: 
 
Atender una problemática social como las olas invernales no es 
fácil para ninguna administración como la de Quibdó, por la 
capacidad financiera y la debilidad institucional, sin embargo, 
señalan que la administración actuó de manera rápida, oportuna en la 
atención y prestación de bienes y servicios a las comunidades; aclara 
que quizás no todos queden satisfecho, que la comunidad quizás 
hayan familias que se sienta inconforme pero resalta que las acciones 
responden a la capacidad financiera del municipio.  
 
Por su parte, el secretario de Planeación señaló que han trabajado 
fuertemente en la prevención, en la mitigación y atención de las emergencias, 
que hay una percepción de satisfacción, aunque no existe un instrumento de 
medición del grado de bienestar de la población damnificada. 
 
Finalmente, el secretario de Infraestructura Municipal informó que el plan de 
desarrollo 2016-2019 consagra objetivos y metas que van dirigidas a 
mitigar los efectos negativos provocados por las inundaciones: 
 
(…) hemos dispuesto la construcción de muelles, muros de 
contención y la profundización de la quebrada la Yesca que afecta la 
mayoría de los barrios de Quibdó que están a la rivera del rio Atrato, 
la atención en emergencia ha sido efectiva y hemos intervenidos de 
manera pronta los afectados por las olas invernales de 2016 y 2017, 
con la contratación de bienes y servicios para atender la población de 
acuerdo a la capacidad financiera y operativa de la entidad y creo 




De lo anterior se puede evidenciar que el Municipio de Quibdó es propenso a 
padecer de constantes inundaciones, las cuales evidencian debilidad 
institucional para brindar una efectiva atención y prevención, sin embargo, en 
medio de sus incapacidades ofrecen atención de manera rápida y oportuna 
con la contratación de bienes y servicios, con lo cual pretenden atender de 
manera digna la problemática y prevenir a futuro los efectos negativos de las 
olas invernales, por tal motivo se realizan esfuerzos en la prevención y 
construcción de obras y muelles que minimicen los impactos negativos de las 
inundaciones. 
 
Por otro lado, el grupo 2, perteneciente a funcionarios de la Contraloría 
Departamental, deja ver que: 
 
(…) que en los años 2016 y 2017 fue donde se realizó más 
declaratoria de Urgencia Manifiesta por parte de los Municipios del 
Chocó, como consecuencia de fuertes lluvias que se presentaron en 
la región, lo cual provocó el desbordamiento del cauce de los ríos, lo 
que generó derrumbes, inundaciones y perdidas de bienes muebles y 
enseres, en fin, causando graves afectaciones a los pobladores de 
dichos municipios. Se evidencia que las declaratorias fueron 
conceptuadas de manera favorable, es decir que cumplen por lo 
general con el procedimiento legal, salvo algunas excepciones donde 
no se conceptuó favorablemente por la inconsistencia presentada 
entre el acta que declara la urgencia es posterior al acta que se realizó 
el contrato de suministro, además tampoco se encuentran la firma de 
las personas afectadas que recibieron los colchones, camas entre 
otros en seres. 
 
Lo anterior deja en evidencia que la Contraloría está ejerciendo su labor con 
estricto apego a las leyes, declara favorable la declaratoria de calamidad 




Así mismo, el grupo 3 evidenció que  
 
(…) la administración en los años 2016 y 2017 únicamente, nos brindó 
kits escolares, algunos subsidios para pago de arriendo, raciones de 
alimentación, los cuales no lograron mitigar la situación, la cual fue 
afrontada gracias a la solidaridad de los familiares, fue una 
intervención muy débil, después de superada las inundación las 
víctimas quedamos al olvido, no hubo programa de reactivación 
económica y mucho menos planes, programas para superar las 
perdidas acaecidas, tampoco política de mejoramiento de vivienda, 
escuelas y centros de salud, en fin señala que ha sido poco lo que la 
administración hace en pro de atender la población víctimas de 
inundaciones. 
 
Por su parte, las líderes de los barrios afectados manifestaron con relación a 
la pregunta anterior, que:  
 
(…) hubo entrega de algunos kits, alimentación, suministro de agua y 
entrega de alimentos, pero que los mismos no fueron suficientes no 
llegaron a todos los damnificados y el subsidio de arriendo fue 
insuficiente. Por tal motivo sugiere que se debe ser más efectivo y 
organizado desde la administración municipal.  
 
El grupo 4, señaló que:  
 
(…) la veeduría conoció las declaratoria de calamidad pública y como 
consecuencia de ello la utilización de la urgencia manifiesta, como 
consecuencia de las olas invernales 2016 y 2017, en realidad fue una 
situación difícil de afrontar por la comunidad, conoció los contratos de 
bienes y servicios realizados por la administración para hacer frente a 
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la problemática; sin embargo dijo que su ejecución en realidad 
evidenciamos una desarticulación administrativa, no se realizó un 
censo objetivo de los más perjudicados con las inundaciones, la 
entrega de enseres fue de manera desorganizada; motivo por el cual 
muchas personas no recibieron los útiles para sobrellevar la 
problemática acaecida, hubo personas que recibieron, dos veces los 
suministros, no se realizó un registro de actas de recibimiento, fue un 
caos total. Resalto que la acción fue oportuna en cuanto a la 
contratación y entrega de los bienes contratados, pero en cuento a la 
distribución, entrega no hubo planificación ni organización. Y con 
relación a la urgencia manifiesta como mecanismos de contratación 
directa dijo que era necesaria, pertinente, pues hay circunstancia que 
amerita la acción rápida de la administración; sin embargo piensa que 
en temas de calamidad pública se debe ser ordenado, proporcional y 
muy efectivo a la hora de asistir o atender a una sociedad vulnerable 
y necesitada de la solidaridad del Gobierno, pues no es justo que si 
todos padecen el daño, hayan unos beneficiados y otros no, o se 
atiendan a los que menos daños han sufridos y hasta se les premie 
con doble entrega. 
 
En cuanto al papel de la Contraloría señala que en el marco de su función 
debería hacer una vigilancia previa a la contratación de los bienes y servicios 
contratos, y que los mismos sean entregados y realizados de manera eficaz a 
la población; sugiere que estén más activos en este tipo de contratación.  
 
Con relación al papel de la Veeduría, se manifiesta que su actuar es más un 
acto de solidaridad y defensa de derechos, pues no se les tiene en cuenta, no 
se les informa, y se maneja la información muy reservada, lo que impide 




Finalmente, el análisis de resultados nos permite evidenciar que el gobierno 
local realiza de manera oportuna las acciones administrativas tendientes a 
declarar la calamidad pública, y con ella la utilización de la figura de la 
urgencia manifiesta como instrumento de contratación directa, sin embargo, 
es la capacidad financiera uno de los primeros obstáculos para lograr una 
acción efectiva al momento de conjurar o intervenir en la atención y solución 
de la problemática, puesto que el presupuesto es muy reducido y no permite 
intervenir de manera eficaz el problema.  
 
De igual manera, es una realidad la poca articulación de la administración con 
los actores sociales, quienes en últimas son los receptores de las acciones 
administrativas y quienes califican si la intervención del gobierno local ha sido 
la adecuada para superar la crisis, situación que no permite que haya avances 
significativos en las políticas públicas implementadas para prevenir, mitigar y 
atender la problemática causada por las olas invernales, aunado a lo cual no 
existe instrumento de medición de la percepción de los usuarios, lo que impide 
mejorar de manera continua en la atención y prevención, por lo que es 
pertinente que planificadores y ejecutores de políticas pública, en materia de 
inundaciones, trabajen de manera articulada, planificada y concertada con la 
población intervenida, integrando de manera especial a los líderes y veedores 




Una de las enseñanzas que ha dejado el fenómeno de las olas invernales en 
Colombia es la necesidad de crear un marco jurídico que permita la 
formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, 
planes, programas, regulaciones, instrumentos, medidas y acciones 
permanentes para el conocimiento y reducción del riesgo, y para el manejo de 
desastres con el propósito explícito de contribuir a la seguridad, bienestar, 




Hay muchas experticias que podríamos resaltar en la atención e intervención 
de fenómenos de ola invernal, pero queremos resaltar la publicada por el 
Ministerio de Educación Nacional (2012), quien en su momento señaló que: 
 
La experiencia que nos deja haber respondido con responsabilidad y 
diligencia a los estragos producidos por la Ola Invernal de los años 
2010 y 2011, ha significado también para nosotros una oportunidad 
para mejorar nuestras políticas, trabajar mejor en equipo, fortalecer 
nuestras alianzas y poner sobre la mesa la importancia de la 
educación en situaciones de emergencia4. Desde la gestión del aula y 
la infraestructura, pasando por el trabajo articulado con las secretarías 
de educación de las entidades territoriales certificadas y hasta la 
movilización social, todos y cada uno de los actores involucrados en 
la prevención y gestión del riesgo escolar hemos aprendido de esta 
experiencia 
 
En esta investigación podemos evidenciar que, si bien la administración 
municipal aplica de manera efectiva el procedimiento para declarar la 
calamidad pública y hacer uso de la contratación directa a través de la urgencia 
manifiesta, no hay conformidad en los beneficiarios de los bienes y servicios 
contratados, toda vez que hay desarticulación social, se presenta poca 
información a los damnificados, y un abandono en la continuidad de una 
política pública que les ayude a reactivar sus economías o actividades 
económicas. 
 
Así mismo, se puede concluir que no hubo una política pública local de 
construcción o mejoramiento de vivienda para las familias damnificadas como 
consecuencias de las olas invernales 2016 y 2017, pues logramos comprobar 
                                                          
4 Ministra de Educación Nacional, María Fernanda Campo Saavedra, después de visitar en 




que los bienes y servicios contratados fueron para mejoramiento y 
construcción de escuelas, y suministros de bienes y enseres para atender a 
las familias afectadas. 
 
No se evidencia que la entidad territorial realice acciones para involucrar al 
sector privado mediante alianzas público-privadas para atender de manera 
efectiva la problemática generada por las olas invernales. Es necesario 
convocar a la solidaridad y consolidar alianzas estratégicas que permitan 
atender con mayor facilidad los efectos negativos; debe haber una articulación 
interestatal, la convocatoria a los sectores privados, a las organizaciones 
internacionales y a la sociedad civil para que aporten desde sus posibilidades, 
haciendo uso del principio de corresponsabilidad. 
 
Finalmente, se demuestra poca articulación de la administración central con 
los actores sociales y líderes cívicos, quienes son necesarios para la 
materialización efectiva de las políticas públicas 
 




A partir de las anteriores conclusiones, se presentan algunas 
recomendaciones:  
 
a) Trabajar de forma articulada y concertada entre la administración 
municipal, los líderes comunitarios y las veedurías ciudadanas al 
momento de definir los bienes y servicios requeridos para afrontar la 




b) Concertar de manera efectiva con las comunidades los planes de 
desarrollo, cuya finalidad sea la prevención de efectos negativos a 
consecuencia de las olas invernales.  
 
c) Priorizar las obras de infraestructura que estén direccionadas a prevenir 
las acciones negativas como consecuencias de las inundaciones. 
d) Disponer de un presupuesto suficiente para la atención a la población 
afectada por inundaciones. 
 
e) Que los municipios trabajen de manera coordinada y articulada con el 
Gobierno Departamental y las agencias de orden nacional, para 
optimizar los proyectos que propendan por el desarrollo productivo de 
los municipios afectados.  
 
f) Socializar los planes de desarrollo en las comunidades para su 
apropiación y seguimiento.  
 
g) Involucrar al sector privado mediante alianzas público-privadas, a fin de 
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